El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL / NO SE PRESENTÓ EN ESTE CASO / PERO COMO YA HABÍA OBTENIDO DECISIÓN DE TUTELA FAVORABLE, DEBE ACUDIR AL INCIDENTE DE DESACATO O IMPUGNAR LA DECISIÓN TOMADA EN ÉSTE.
Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela contra la sentencia proferida por el funcionario accionado, en obedecimiento a lo dispuesto por este Tribunal en otra acción de amparo. Para lo cual, primero debe definirse si en este caso se presentó una cosa juzgada. (…)
Surge de lo anterior, como primera conclusión, al confrontar la acción de tutela promovida por el actor el 15 de febrero de este año con la que es objeto de análisis en esta providencia, que a pesar de la existencia de identidad de partes, en aquella se reprochó la primera sentencia dictada por el Juzgado Octavo Civil Municipal en el proceso de restitución de inmueble arrendado, mientras que en esta el debate se plantea frente al nuevo fallo proferido en ese proceso, en virtud de la decisión adoptada por este Tribunal que por vía de tutela dejó sin efectos aquella providencia.

En estas condiciones, al quedar claro que el origen de la vulneración que se formula en cada acción de amparo es distinto, no se configuró el fenómeno de la cosa juzgada, ni mucho menos el de la temeridad. 

De conformidad con el derrotero ya fijado, se procederá entonces a definir sobre la viabilidad de la tutela reclamada. (…)
Como ya se indicó, el accionante encuentra la lesión de sus derechos en la sentencia dictada el 1º de agosto último, porque, aduce, ignora las directrices establecidas por este Tribunal en el fallo de tutela tantas veces referido.  

Sin embargo, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, el trámite adecuado para acceder a sus pretensiones era la vía de la verificación del cumplimiento del fallo o el incidente de desacato; a ese procedimiento acudió; sin embargo, como el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local decidió no abrirlo, ha debido cuestionar esta decisión o interponer acción de amparo en su contra, de considerar que vulnera sus derechos, mas no acudir a la tutela para verificar el cumplimiento de la primera sentencia que le concedió protección.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
     Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, octubre treinta y uno (31) de dos mil diecinueve (2019)  

     Acta No. 545 del 31 de octubre de 2019

     Expediente No. 66001-31-03-001-2019-00254-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Mario Lisandro Casanova Eraso frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 23 de septiembre último, en la acción de tutela por él instaurada contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Carlos Humberto Jurado Torres, María y Enrique Jurado Hincapié.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante, en confuso escrito, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En su contra se promovió proceso verbal de restitución del inmueble arrendado y mediante sentencia del 7 de diciembre de 2018 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira le ordenó entregar el bien.
1.2 Frente a esa decisión instauró acción de tutela, la cual fue definida en segunda instancia por este Tribunal, mediante sentencia del 17 de julio pasado, en la que resolvió revocar la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, conceder el amparo invocado, dejar sin efecto aquel fallo y ordenar que se dictara uno nuevo en el que se valoraran íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por las partes.

1.3 Aunque el 1º de agosto siguiente, el funcionario accionado emitió una nueva sentencia, en esta se desconocieron las directrices contenidas en el citado fallo constitucional, porque: a) el juzgado demandado dio por cierto el hecho de la existencia del contrato verbal de arrendamiento de vivienda por un periodo de seis meses, sin prueba de ello; al contrario, está demostrado que lo pactado fue una cesión del contrato de arrendamiento y que nunca se determinó un límite temporal, ya que si el señor Carlos Humberto Jurado Torres adquirió el bien el 13 de octubre de 2016, es decir con posterioridad al pago el canon realizado a la anterior propietaria, a aquel le fueron cancelados desde el mes de noviembre siguiente hasta marzo de 2017, periodo en el que “solo hay 5 meses, entonces cuál contrato a 6 meses”; b) “según consta hasta el 8 de cada mes para pagar sin incurrir en mora y su usted se remite a las contestaciones, como dice el H. Tribunal: `contrario a esa manifestación, eso fue precisamente lo que discutió el demandado al dar respuesta al libelo´ referido a mi defensa. Dice Juez 8 (sic): durante los meses de junio y julio/2017 envió una serie de mensajes de texto… el Juez 8 (sic) solo tiene en cuenta los correos de esos meses”; c) el funcionario accionado omitió dar valor probatorio al hecho de que el demandante en ese proceso autorizó a un tercero para retirar títulos en su domicilio, con lo cual surgió una confianza legítima en relación a que esos depósitos podrían seguir siendo consignados de manera oportuna, al punto de que si el pacto era por seis meses, desde noviembre de 2016 a abril de 2017, no había razón para no recibirlos a partir de ese último mes. Así mismo, desconocía la dirección del demandante para entregarle esas constancias de pago y “si cuando vino Cardona a recibir los títulos no quiso dar su dirección, es su deber seguir viniendo a recibir”; d) no se atendieron las normas del Código de Comercio relativas al derecho a la renovación del contrato de arrendamiento, a las causales para la restitución del inmueble comercial y al desahucio y e) según este Tribunal la norma aplicable no era la Ley 820 de 2003.
1.5 La controversia planteada tiene relevancia constitucional, se cumplen los presupuestos de inmediatez y subsidiariedad, este último al no existir otros medios de defensa pues el proceso es de única instancia, “la sentencia tiene efecto decisivo” y el amparo no se promueve contra fallo de tutela. 
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección, solicita se revoque y se deje sin efectos la nueva sentencia dictada en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos y se orden la inaplicación de la Ley 820 de 2003.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 10 de septiembre pasado se admitió la demanda y se ordenó la vinculación del señor Carlos Humberto Jurado Torres. Con posterioridad se dispuso lo propio respecto de los señores María y Enrique Jurado Hincapié.
2. Solamente se pronunció el titular del juzgado accionado. Este señaló que frente a la misma controversia propuesta se han proferido dos sentencias en el proceso declarativo y cuatro fallos de tutela, proceder temerario y que raya con los límites del decoro y la ética profesional del abogado. En cumplimiento de la última de esas decisiones, en la que este Tribunal concedió el amparo invocado por el actor, se profirió una nueva providencia, la cual, al no cumplir las expectativas del demandante, fue objeto de incidente de desacato, sin que hasta el momento de haya definido ese trámite. Con ello el accionante no solo congestiona la justicia, sino que plantea nuevamente argumentos para desconocer la decisión adoptada en acatamiento a lo dispuesto por esta Sala y así evitar que el derecho reconocido al demandante en el proceso de restitución se materialice, es decir que ha dejado el asunto sin definición plena y eficaz.
3. El 23 de septiembre se dictó fallo de primera instancia en el que la Jueza Primera Civil del Circuito local resolvió declarar improcedente el amparo invocado y advirtió al accionante sobre que la interposición reiterada de acciones de tutela para dilatar el trámite del proceso de restitución de inmueble, podría ocasionarle sanciones por temeridad.
Para decidir así, consideró que entre la tutela, con ocasión a la cual se produjo el fallo por medio del cual esta Sala le ordenó al funcionario accionado dictar una nueva sentencia en el proceso de restitución de inmueble, y la presente, existe identidad de partes y hechos, pues en ambas se alegó la falta de valoración probatoria, circunstancia que hace improcedente el amparo. Además, si en gracia de discusión se aceptara que los hechos aquí propuestos son diferentes, al tratarse de una nueva sentencia, el demandante cuenta con otros mecanismos para obtener que se haga cumplir la decisión adoptada por este Tribunal, como lo son los incidentes de desacato y cumplimiento, al primero de los cuales ya acudió y en el cual se resolvió no dar apertura al trámite al estimar obedecido el mandato constitucional.    
4. Inconforme con esa decisión el accionante lo impugnó. Adujo: a) carece de otros medios de defensa judicial ya que de conformidad con el artículo 309 del Código General del Proceso no puede oponerse a la diligencia de entrega; b) se cumplen las causales genéricas de procedencia del amparo, así como las específicas como quiera que el juzgado accionado incurrió en exceso ritual manifiesto, decisión sin motivación y defectos fáctico, sustantivo y procedimental absoluto; c) no se cumplen los presupuestos jurisprudenciales relativos a la temeridad pues: i) no actuó de mala fe, ii) el fallo de esta Sala, la nueva providencia dictada por el funcionario demandado y el incumplimiento de aquel, justifican la presentación de la tutela, iv) “se alegan hechos parecidos”, v) su proceder obedece a la necesidad extrema de defender los derechos de su familia y sus empleados, y se sustenta en el estado de indefensión en que se halla, debido “al miedo insuperable que me asalta al verme desalojado como un bandido” y vi) de haberse configurado la temeridad se habría compulsado copias por parte del juzgado de primera instancia; d) tampoco existe abuso del derecho pues no hace uso inadecuado de él y no invoca normas para desvirtuar el objeto jurídico que persiguen; e) formuló incidente de desacato con el objeto de que la Jueza Cuarta Civil del Circuito adoptara las medidas necesarias para acatar las órdenes impuestas, pero a ello no procedió; d) reitera que aquel fallo, proferido en obedecimiento a lo ordenado por este Tribunal, constituye un hecho nuevo y e) su pretensión no es la de dilatar el trámite del proceso verbal, sino obtener que el funcionario accionado atienda las directrices emitidas por esta Sala, al punto de que si la decisión en que encuentra lesionados sus derechos, se hubiera sustentado en la correcta aplicación de la norma, ninguna inconformidad habría planteado.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela contra la sentencia proferida por el funcionario accionado, en obedecimiento a lo dispuesto por este Tribunal en otra acción de amparo. Para lo cual, primero debe definirse si en este caso se presentó una cosa juzgada.  

3. Las pruebas incorporadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

3.1 Mediante fallo del 7 de diciembre de 2018, el Juzgado Octavo Civil Municipal declaró la existencia del contrato de arrendamiento de inmueble entre los señores Carlos Humberto Jurado Torres y Mario Lisandro Casanova Eraso y condenó a este último a restituir el bien
.

3.2 El 15 de febrero de este año el señor Mario Lisandro Casanova Eraso instauró acción de tutela contra el citado juzgado, al que acusó de no valorar adecuadamente las pruebas aportadas y aplicar la norma que rige el arrendamiento de vivienda urbana a pesar de que se trata de un bien con destinación comercial. En consecuencia solicitó dejar sin efectos esa providencia
.

3.3 En sentencia del 1º de marzo siguiente el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local resolvió negar las pretensiones de esa demanda constitucional
.

3.4 Esa última providencia fue revocada por este Tribunal, mediante sentencia del 17 de julio pasado, en la que se concedió el amparo invocado, se dejó sin efectos aquel fallo y se ordenó al Juez Octavo Civil Municipal dictar uno nuevo en el que se valorara íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por los contendientes
.
3.5 El 1º de agosto pasado, el funcionario accionado profirió la sentencia sustitutiva ordenada
.  

3.6 En escrito presentado el 14 del citado mes, el accionante promovió, ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, incidente de desacato contra el funcionario demandado y solicitó hacer cumplir el fallo de tutela, básicamente porque en la nueva sentencia proferida se omitió valorar de forma íntegra las pruebas aportadas
.  

3.7 Por auto del 9 de septiembre último la Juez Cuarta Civil del Circuito decidió no dar apertura al incidente de desacato al considerar que el mencionado fallo cumple los parámetros fijados por esta Sala “toda vez que se analizaron todas las pruebas legal y oportunamente allegadas al expediente” 
.  
4. Surge de lo anterior, como primera conclusión, al confrontar la acción de tutela promovida por el actor el 15 de febrero de este año con la que es objeto de análisis en esta providencia, que a pesar de la existencia de identidad de partes, en aquella se reprochó la primera sentencia dictada por el Juzgado Octavo Civil Municipal en el proceso de restitución de inmueble arrendado, mientras que en esta el debate se plantea frente al nuevo fallo proferido en ese proceso, en virtud de la decisión adoptada por este Tribunal que por vía de tutela dejó sin efectos aquella providencia.

En estas condiciones, al quedar claro que el origen de la vulneración que se formula en cada acción de amparo es distinto, no se configuró el fenómeno de la cosa juzgada, ni mucho menos el de la temeridad. 

5. De conformidad con el derrotero ya fijado, se procederá entonces a definir sobre la viabilidad de la tutela reclamada.

Como ya se indicó, el accionante encuentra la lesión de sus derechos en la sentencia dictada el 1º de agosto último, porque, aduce, ignora las directrices establecidas por este Tribunal en el fallo de tutela tantas veces referido.  
Sin embargo, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, el trámite adecuado para acceder a sus pretensiones era la vía de la verificación del cumplimiento del fallo o el incidente de desacato; a ese procedimiento acudió; sin embargo, como el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local decidió no abrirlo, ha debido cuestionar esta decisión o interponer acción de amparo en su contra, de considerar que vulnera sus derechos, mas no acudir a la tutela para verificar el cumplimiento de la primera sentencia que le concedió protección.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“22.- Según la reiterada jurisprudencia de esta Corporación
, la existencia de los dos mecanismos judiciales explicados determina la improcedencia de la acción de tutela para lograr el cumplimiento de los fallos de tutela, al ser estas vías idóneas y eficaces para tal fin en vista de la amplitud de los poderes que se otorgan al juez de tutela. Como se vio, éste mantiene la competencia para obtener el acatamiento de las sentencia de tutela hasta que el derecho fundamental sea restablecido o la amenaza desaparezca y para ello puede adoptar `todas las medidas necesarias´, incluso las sanciones previstas ante el desacato.

La anterior conclusión se basa primordialmente en el respeto del principio de subsidiariedad de la acción de tutela, de conformidad con el cual esta sólo procede en ausencia de otro mecanismo judicial de defensa o cuando éste no resulta idóneo o eficaz (artículo 86 de la Constitución y artículo 6 del decreto 2591 de 1991), pero también ha indicado la Corte que el uso de la acción de tutela para estos fines podría `dar lugar a una serie interminable de tutelas que sólo contribuirían a desvirtuar la naturaleza misma de la acción´
.”
.

6. En estas condiciones, el fallo impugnado será confirmado, en lo relativo a la declaratoria de improcedencia del amparo.

Se revocará el ordinal segundo de esa providencia, que advierte al accionante respecto a las eventuales sanciones de las que sería objeto por el uso indebido y reiterado de la acción de tutela, pues ese  requerimiento excede la potestad del juez constitucional, que no puede limitar a los ciudadanos el ejercicio de ese medio de protección cuando consideren lesionados sus derechos fundamentales. Tampoco había razón alguna para realizarlo, pues el citado señor no ha incurrido en temeridad. Decisiones como esas, cuando carecen de fundamento, limitan el acceso de las personas a la administración de justicia, ante la amenaza de una condena en su contra, hecha por un juez de la república. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 23 de septiembre, dentro de la acción de tutela promovida por Mario Lisandro Casanova Eraso contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Carlos Humberto Jurado Torres, María y Enrique Jurado Hincapié, a excepción de su ordinal segundo que se revoca.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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